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Dictamen de comisión*

Honorable Cámara:
La Comisión de Energía y Combustibles ha consi-

derado el proyecto de resolución del señor diputado 
Benedetti por el que se expresa preocupación por las 
denuncias relacionadas con los pagos de indemniza-
ciones a los propietarios de inmuebles ribereños al 
lago de Salto Grande; y, por las razones expuestas en 
el informe que se acompaña y las que dará el miembro 
informante, aconseja su aprobación.

Sala de la comisión, 8 de noviembre de 2011.
Fernando E. Solanas. – José R. Brillo. – 

Omar B. De Marchi. – Ricardo Buryaile. 
– Hipólito Faustinelli. – Juan C. Morán. 
– Julián M. Obiglio. – Alberto J. Pérez.

Proyecto de resolución
La Cámara de Diputados de la Nación

RESUELVE:

Expresar su preocupación por las denuncias efectua-
das con relación a los pagos de indemnizaciones a los 
propietarios de los inmuebles ribereños al lago de Salto 
Grande y a la aplicación del decreto 172/2005 a cargo 
de la delegación Argentina de la Comisión Técnica 
Mixta de Salto Grande.

Atilio F. S. Benedetti.

INFORME
Honorable Cámara:

La Comisión de Energía y Combustibles, al con-
siderar el proyecto de resolución del señor diputado 

* Artículo 108 del reglamento.

Benedetti, cree innecesario abundar en más detalles que 
los expuestos en sus fundamentos, por lo que ha creído 
oportuno aprobarlo sin modificaciones.

Fernando E. Solanas.

FUNDAMENTOS

Señor presidente:
La Comisión Técnica Mixta de Salto Grande es 

un organismo binacional constituido por convenio 
celebrado entre la República Argentina y la República 
Oriental del Uruguay en 1946. Su objetivo es el de 
“obtener el mayor beneficio de las disposiciones na-
turales que ofrecen los rápidos del río Uruguay, en la 
zona del Salto Grande, para el desarrollo económico, 
industrial y social de ambos países y, con el fin de 
mejorar la navegabilidad, aprovechar sus aguas para 
la producción de energía y facilitar la vinculación de 
sus comunicaciones terrestres, así como cualquier 
otro objeto que, sin menoscabo de los anteriores pro-
pósitos, concurra al enunciado beneficio común”. La 
CTM tiene a su cargo “todos los asuntos referentes a 
la utilización, represamiento y derivación de las aguas 
del río Uruguay”.

En los últimos tiempos se ha producido una serie 
de cuestionamientos y sospechas de presuntos fraudes 
multimillonarios vinculados con los terrenos linderos 
a la central hidroeléctrica argentino-uruguaya Salto 
Grande, por lo que se iniciaron causas judiciales que 
actualmente se encuentran en etapa de investigación. 
Genera preocupación la aparente desidia de los órganos 
estatales y de gobierno frente a las tareas de contralor 
de la actividad desarrollada por parte de la Comisión 
Técnica Mixta y, particularmente, el uso que se hace de 
los recursos con que esta cuenta para el cumplimento 
de sus fines y la falta de respuestas que se han brin-
dado desde las primeras observaciones a las acciones 
implementadas.
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Las sospechas se desencadenaron tras informes ela-
borados por el agrimensor Fernando Alba Posse, que 
trabajaba para la Comisión Técnica Mixta, efectuando 
tareas de medición y evaluación de los terrenos ribe-
reños de la costa argentina del río Uruguay. En ellos, 
denunció graves irregularidades, como la existencia de 
ocupaciones ilegales de terrenos linderos e injustifica-
dos y excesivos pagos de indemnizaciones a propieta-
rios ribereños, quienes figuraban como damnificados 
por las inundaciones generadas por el avance de las 
aguas del lago de la represa Salto Grande, pero que en 
realidad no habían afectado sus terrenos. Se trataba de 
errores groseros que implicaron daños sobredimensio-
nados, siembras inexistentes y metros de alambrados 
inventados. Los cálculos indicaban que varios millones 
de pesos se habrían pagado sin justificativo alguno. En 
ese sentido, aseveró que uno de los casos más “emble-
máticos” fue el de “los campos que actualmente son 
de Arro Forestal”, porque a los responsables de esos 
inmuebles “se les pagó indebidamente producciones de 
arroz”. Algo similar sucedió con los terrenos arrenda-
dos por los ribereños Ángel Cometti y Sergio Farina. 
A Alba Posse no se le renovó el contrato con la CTM 
en febrero de este año y fue víctima de amenazas de 
muerte por esta situación.

Las irregularidades se confirmaron en una auditoría 
presentada por el señor Alejandro Lubinsky a princi-
pios del mes de julio de 2010, advirtiendo la ilegalidad 
de todos los pagos dispuestos en los últimos años para 
resarcir supuestos daños por inundaciones ocurridas 
entre 1979 y 1991. No existe una estimación del monto 
del presunto perjuicio para las arcas públicas, pero del 
estudio preliminar realizado sobre algunos casos surge 
que al menos 15 pagos, por un total de 4.454.684 pesos, 
habrían contemplado daños que el Estado ya no debía 
abonar, en incumplimiento de la ley 24.447, sancionada 
en 1994, que estableció que a partir del 30 de junio de 
1995 caducaban los derechos y prescribían las acciones 

para peticionar créditos contra el Estado nacional “de 
causa o título anterior al 1º de abril de 1991”.

La Comisión Técnica Mixta maneja un elevado pre-
supuesto. Ningún organismo estatal de control se ocupó 
de someter a revisión los movimientos de dinero que se 
hacen en el organismo ni transparentar esos suculentos 
ingresos públicos. Por ello, fue uno de los miembros de 
la delegación argentina de la Comisión Técnica Mixta 
de Salto Grande el que, ante la denuncia de estas irregu-
laridades inició acciones judiciales, causa que tramita 
ante el juez federal Ariel Lijo, quien investiga además 
la existencia de planos fraguados, usurpación de tierras 
que habían sido expropiadas por el Estado nacional 
(sobre los que se iniciaron juicios de usucapión y hasta 
se obtuvieron sentencias) y que ahora están ocupadas 
con casas de fin de semana, indemnizaciones en zonas 
que jamás podrían haberse inundado. Podría incluirse 
en la lista los supuestos daños que el Tribunal Nacio-
nal de Tasación dio por acreditados sin controlarlos. 
Existe una fuerte presunción de que no sólo existieron 
los hechos denunciados sino que, además, todavía se 
estarían llevando a cabo actos ilícitos y podrían haber 
otros en fase de preparación.

Señor presidente, la sospecha de supuestas utiliza-
ciones de recursos del Estado nacional para satisfacer 
intereses particulares, nos impone como órgano 
legislativo, responsable entre otras funciones del con-
trol de los actos de gobierno, la obligación de exigir 
transparencia en las acciones del Poder Ejecutivo y de 
los organismos de su dependencia así como también 
manifestar nuestra preocupación cuando estamos frente 
a actos que puedan poner en riesgo la consolidación 
democrática.

Por las razones expuestas es que solicito a mis pares 
la aprobación del presente proyecto de resolución.

Atilio F. S. Benedetti.


